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Sobre:  

Revisión Solicitud de 

Inhibición  

Panel integrado por su presidente, el Juez Sánchez Ramos, el Juez 

Candelaria Rosa y el Juez Pagán Ocasio. 

 

Candelaria Rosa, Juez Ponente 

 

SENTENCIA  

 

En San Juan, Puerto Rico, a 9 de abril de 2021.  

Comparece la parte recurrente mediante el recurso de revisión 

judicial de epígrafe. Solicita la revocación de una Resolución de 

Inhibición emitida por la Jueza Administrativa de la División de 

Revisiones Administrativas de la Oficina de Gerencia de Permisos 

(OGPe). Por los fundamentos expuestos a continuación, desestimamos 

el recurso presentado.  

En el caso ante nuestra consideración, la OGPe emitió una 

Resolución de Revisión Administrativa Expedita el 7 de diciembre de 

2020, mediante la cual declaró ha lugar la revisión administrativa en 

cuestión. Ello, aclaró, no implicó la aprobación del caso; por el 

contrario, hizo constar que dicha determinación podrá ser revisada 

 
1 Mediante Orden DJ 2019-187G, el Panel I quedó constituido por 3 integrantes. 
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junto con la determinación final que en su día emita la OGPe o el 

Municipio. Posteriormente, luego de que el Municipio denegara el 

permiso de uso solicitado, el recurrente presentó ante la OGPe otra 

solicitud de revisión administrativa el 5 de febrero de 2021.  

Así las cosas, la Jueza Administrativa a cargo de los 

procedimientos se inhibió el 22 de febrero de 2021. El recurrente 

solicitó la reapertura y reasignación de la revisión administrativa, pero 

la OGPe no se expresó en el término establecido para así hacerlo. En 

consecuencia, el recurrente comparece ante esta segunda instancia 

judicial para plantear que erró la OGPe al denegar el permiso solicitado, 

por razones que, según alega, ya fueron adjudicadas por la División de 

Revisiones Administrativas de la OGPe.  

Cabe señalar que la Sección 4.2 de la Ley Núm. 38-2017, 

conocida como Ley de Procedimiento Administrativo Uniforme del 

Gobierno de Puerto Rico, 3 LPRA sec. 9672 (LPAU), establece que 

una parte adversamente afectada por una orden o resolución final de 

una agencia y que haya agotado todos los remedios provistos por esta, 

podrá presentar una solicitud de revisión ante este Tribunal de 

Apelaciones. Asimismo, dicha sección también advierte que una orden 

o resolución interlocutoria de una agencia, incluyendo aquellas que se 

emitan en procesos que se desarrollen por etapas, no será revisable 

directamente, sino que su disposición podrá ser objeto de un 

señalamiento de error en el recurso de revisión de la orden o resolución 

final. Id; ARPE v. Coordinadora, 165 DPR 850 (2005).  

La orden o resolución final es aquella que pone fin a todas las 

controversias dilucidadas ante la agencia y cuyo efecto es sustancial 

sobre las partes. Tosado v. A.E.E., 165 DPR 377 (2005). Aunque la 
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LPAU no define la frase orden o resolución final, sí establece ciertos 

requisitos de lo que debe contener. De tal manera, se requiere que 

incluya determinaciones de hecho y conclusiones de derecho, así como 

una advertencia sobre el derecho a solicitar reconsideración o revisión 

judicial, y que esté firmada por el jefe de la agencia o por cualquier otro 

funcionario autorizado por ley. Secc. 3.14 de la LPAU, 3 LPRA sec. 

9654; ARPE v. Coordinadora, supra.  

Pertinente a lo antedicho, la jurisdicción es “el poder o autoridad 

de un tribunal para considerar y decidir casos o controversias”. 

Rodríguez Rivera v. De León Otaño, 191 DPR 700, 708 (2014). Por tal 

razón, es norma reiterada que “las cuestiones relacionadas a la 

jurisdicción de un tribunal deben resolverse con preferencia a 

cualesquiera otras”. Pérez Rosa v. Morales Rosado, 172 DPR 216, 222 

(2007). Ante dicho escenario, la Regla 83 del Reglamento del Tribunal 

de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 83, contempla la 

desestimación de un recurso por carecer de jurisdicción para atenderlo 

en sus méritos.  

En el presente caso, no pasa inadvertido que el recurrente intenta, 

mediante su señalamiento de error, cuestionar la denegatoria del 

permiso. No obstante, esto no guarda relación con la resolución 

recurrida, la cual se limitó a disponer la inhibición de la Jueza 

Administrativa a cargo de los procedimientos y nada dispuso en cuanto 

a la solicitud del permiso en cuestión. En consecuencia, concluimos que 

la Resolución de Inhibición impugnada no constituye una resolución 

final susceptible de ser revisada, en la medida en que no puso fin a todas 

las controversias ante la consideración de la agencia.  



 
 

 

KLRA202100148 

 

4 

Asimismo, la resolución recurrida no incluyó las advertencias 

correspondientes al derecho a solicitar reconsideración o revisión 

judicial, lo cual también compone un requisito para que constituya una 

determinación administrativa final al amparo de la LPAU. Por último, 

el propio recurrente reconoció en su solicitud de reapertura presentada 

el 15 de marzo de 2021 -que bien podría considerarse una 

reconsideración que está pendiente de resolverse- que la Resolución de 

Inhibición “no es una determinación o resolución en sus méritos de la 

revisión instada, lo que nos impide ir en Revisión Administrativa ante 

el Tribunal de Apelaciones”.2   

En tanto que los tribunales debemos abstenernos de evaluar la 

actuación de la agencia hasta que se resuelva la controversia en su 

totalidad, carecemos de jurisdicción para atender una determinación 

atinente a la inhibición de la Jueza Administrativa. Esta, según 

discutimos, dispone un asunto interlocutorio que solo podrá ser 

revisado una vez que se adjudique el caso en sus méritos. Por los 

fundamentos expuestos y al amparo de la Regla 83 de nuestro 

Reglamento, supra, desestimamos el recurso de epígrafe por falta de 

jurisdicción.  

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. El Juez Sánchez Ramos concurre sin opinión 

escrita. 

 

 

 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 
2 Solicitud de Reapertura y Reasignación de la Revisión Administrativa Núm. 2021-355695-SDR-

005427, pág. 1; Apéndice del Recurso de Revisión Administrativa, pág. 4. 


